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I.	 Introducción de la Causa

1.	 El 20 de diciembre de 2002, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 50 y 

61 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte una de-

manda contra el Estado de Suriname (en adelante “el Estado” o “Suriname”), la cual se 

originó en la denuncia Nº 11.821, recibida en la Secretaría de la Comisión el 27 de junio 

de 1997.

[…]

3.	 De conformidad con lo señalado por la Comisión, el 29 de noviembre de 1986 

miembros de las fuerzas armadas de Suriname habrían atacado la comunidad N’djuka 

Maroon de Moiwana. Los soldados supuestamente masacraron a más de 40 hombres, 

mujeres y niños, y arrasaron la comunidad. Los que lograron escapar presuntamente 

huyeron a los bosques circundantes, y después fueron exiliados o internamente despla-

zados. Asimismo, a la fecha de la presentación de la demanda, supuestamente no habría 

habido una investigación adecuada de la masacre, nadie habría sido juzgado ni sancio-

nado, y los sobrevivientes permanecerían desplazados de sus tierras; consecuentemente, 

serían incapaces de retomar su estilo de vida tradicional. Por estas razones, la Comisión 

señaló que, mientras que el ataque en sí era anterior a la ratificación de la Convención 

Americana por parte de Suriname y a su reconocimiento de la competencia contenciosa 

de la Corte, la presunta denegación de justicia y el desplazamiento ocurrido con poste-

rioridad al ataque constituían el objeto de la demanda.

[…]

IX.	Artículo 5 de la Convención Americana (Derecho a la 
Integridad Personal) en relación con el artículo 1.1 de 
la misma (Obligación de Respetar los Derechos)

[…]

a)	 Obstaculización a los esfuerzos de los miembros de la comunidad para 

obtener justicia

Consideraciones de la Corte
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[…]

95.	 (…) la impunidad persistente ha tenido un grave impacto en los miembros de la 

comunidad de Moiwana, como pueblo N’djuka. Tal como se ha señalado en los hechos 

probados (…), la justicia y la “responsabilidad colectiva” son principios centrales en la 

sociedad N’djuka tradicional. Si un miembro de la comunidad es ofendido, sus familiares 

–que serían todos los miembros de linaje maternal– están obligados a buscar justicia para 

la ofensa cometida. Si ese familiar ha muerto, los N’djuka creen que su espíritu no podrá 

descansar en paz hasta que se haga justicia. Mientras que la ofensa siga sin sanción, el 

espíritu de la víctima –y posiblemente otros espíritus ancestrales– pueden atormentar a 

sus familiares vivientes.

[…]

b)	 Imposibilidad de los miembros de la comunidad de honrar apropiadamente 

a sus seres queridos fallecidos

98.	 Como quedó establecido en los hechos probados (…), el pueblo N’djuka tiene ritua-

les específicos y complejos que se deben seguir después de la muerte de un miembro de 

la comunidad. Asimismo, es extremadamente importante tener la posesión de los restos 

mortales del fallecido, ya que el cadáver debe ser tratado en una forma particular du-

rante las ceremonias mortuorias N’djuka y ser colocado en el lugar adecuado de entierro 

del grupo familiar. Sólo quienes han sido considerados indignos no reciben un entierro 

honorable. 

99.	 Si no se realizan los diferentes rituales mortuorios de conformidad con la tradición 

N’djuka, esto se considera una transgresión moral profunda, lo cual no sólo provoca el 

enojo del espíritu de la persona que murió, sino también puede ofender a otros ancestros 

(…). Esto tiene como consecuencia una serie de “enfermedades de origen espiritual” que 

se manifiestan como enfermedades físicas reales y pueden afectar a toda la descenden-

cia (…). Los N’djuka consideran que tales enfermedades no se curan espontáneamente, 

sino deben resolverse a través de medios culturales y ceremoniales; si esto no es así, las 

condiciones persistirían a través de generaciones (…). En este sentido, la señora Difienjo 

manifestó que, de no realizarse las ceremonias mortuorias: esto representará una carga 

para todos los niños, también nos perseguirá a nosotros. (…) Es como si no existiéramos 

en la tierra. Quiero decir, esa sería la carga. (…) Si no se hace apropiadamente con aque-

llos a quienes mataron, entonces muchas cosas nos pueden pasar. (…). De manera que si 
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no se llevan a cabo los ritos apropiados de quienes murieron, entonces estamos en medio 

de la nada.

100.	Por esta razón, una de las principales fuentes de sufrimiento para los miembros de 

la comunidad es que ignoran lo que aconteció con los restos de su seres queridos y, como 

resultado, no pueden honrarlos y enterrarlos según los principios fundamentales de la 

cultura N’djuka. Además, la Corte observa que los miembros de la comunidad se han 

visto afectados emocionalmente por la información de que algunos cadáveres fueron in-

cinerados en una funeraria de Moengo. Tal como lo declaró el señor Willemdam, “esa es 

una de las peores cosas que nos podría ocurrir, quemar el cuerpo de alguien que murió”.

c)	 La separación de los miembros de la comunidad de sus tierras tradicionales

101.	Los hechos probados demuestran que la conexión de la comunidad N’djuka a su 

tierra tradicional reviste vital importancia espiritual, cultural y material (…). En efecto, tal 

como lo señalaron los peritos Thomas Polimé y Kenneth Bilby (…), para que se pueda 

preservar la identidad e integridad de la cultura, los miembros de la comunidad deben 

mantener una relación fluida y multidimensional con sus tierras ancestrales. 

102.	Sin embargo, la aldea de Moiwana y las tierras tradicionales circundantes han esta-

do abandonadas desde los hechos del 29 de noviembre de 1986 (…). Muchos miembros 

de la comunidad han sido desplazados internamente en Suriname y el resto permanece, 

hasta hoy, como refugiados en la Guyana Francesa (…). Desde su huida de la aldea de 

Moiwana, muchos miembros de la comunidad, si no todos, han sufrido pobreza y priva-

ción por su incapacidad de desarrollar sus formas tradicionales de subsistencia y sustento 

(supra párr. 86.18). La señora Difienjo testificó ante la Corte que, desde la fecha del 

ataque, su vida “se ha visto completamente perturbada”; además, indicó que las dificul-

tades de los refugiados han sido ignoradas por el Estado y enfatizó que la Guyana Fran-

cesa “no es [su] lugar”. Por su parte, el señor Ajintoena declaró que “han perdido todo” 

después de los hechos de 1986 y que necesitan “urgentemente” regresar a sus tierras 

tradicionales para “restaurar [sus] vidas”. Asimismo, manifestó que, con el ataque, “el 

gobierno destruyó la tradición cultural (…) de las comunidades Maroon en Moiwana”.

103.	Con fundamento en el anterior análisis, la Corte concluye que los miembros de la 

comunidad Moiwana han sufrido emocional, psicológica, espiritual y económicamente, en 

forma tal que constituye una violación por parte del Estado del artículo 5.1 de la Conven-

ción Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de aquéllos.
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X.	A rtículo 22 de la Convención Americana (Derecho de 
Circulación y Residencia) en relación con el artículo 1.1 
de la misma (Obligación de Respetar los Derechos)

[…]

117.	En el presente caso, tal como se señaló anteriormente, numerosos miembros de la 

comunidad que residían en Moiwana han permanecido en la Guyana Francesa, debido al 

temor que sienten por su seguridad y a que el Estado no ha efectuado una investigación 

penal. No obstante, en 1993 algunos de los miembros de la comunidad regresaron a 

Suriname, y fueron ubicados en un centro de recepción temporal en Moengo, en el que 

permanecen hasta el día de hoy, ya que no se les ha brindado ninguna alternativa mejor. 

La señora Difienjo expresó indignación ante la actitud del Estado hacia los refugiados en 

general; declaró que, a pesar de que los miembros de la comunidad han escrito cartas al 

Estado, los funcionarios del gobierno rara vez los han visitado en la Guyana Francesa o se 

han preocupado por atender sus necesidades: “ellos nos consideran perros: uno los pue-

de matar, no hay que prestarles atención”. Como se estableció anteriormente (…), desde 

su huida de la aldea de Moiwana en 1986, tanto los refugiados en la Guyana Francesa 

como quienes nunca han salido de Suriname se han enfrentado a condiciones de pobreza 

y a la falta de acceso a muchos servicios básicos.

118.	En resumen, sólo cuando se obtenga justicia por los hechos del 29 de noviembre de 

1986 los miembros de la comunidad podrán: 1) aplacar a los espíritus enfurecidos de sus 

familiares y purificar su tierra tradicional; y 2) dejar de temer que se hostilice a su comu-

nidad. Esos dos elementos, a su vez, son indispensables para el regreso permanente de 

los miembros de la comunidad a la aldea de Moiwana, que muchos –si no todos– desean 

(…).

119. La Corte nota que Suriname ha objetado que los miembros de la comunidad ha-

yan sufrido restricciones a su circulación o residencia; al respecto, el Estado afirma que 

pueden circular libremente a través del territorio del país. Sin perjuicio de que pueda 

existir en Suriname una norma que establezca este derecho, sobre lo cual esta Corte no 

ve necesidad de pronunciarse, en este caso la libertad de circulación y de residencia de 

los miembros de la comunidad se encuentra limitada por una restricción de facto muy 

precisa, que se origina en el miedo fundado descrito anteriormente, que los aleja de su 

territorio ancestral.
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120.	Por tanto, el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto los medios que 

permitirían a los miembros de la comunidad regresar voluntariamente, en forma segura y 

con dignidad, a sus tierras tradicionales, con respecto a las cuales tienen una dependen-

cia y apego especiales – dado que objetivamente no hay ninguna garantía de que serán 

respetados sus derechos humanos, particularmente los derechos a la vida e integridad 

personal. Al no establecer tales elementos – incluyendo, sobre todo, una investigación 

penal efectiva para poner fin a la impunidad reinante por el ataque de 1986 – Suriname 

no ha garantizado a los miembros de la comunidad su derecho de circulación y residen-

cia. Asimismo, el Estado ha privado efectivamente a los miembros de la comunidad que 

todavía se encuentran exiliados en la Guyana Francesa de sus derechos a ingresar a su 

país y permanecer en él.

121.	Por las razones anteriores, la Corte declara que Suriname violó el artículo 22 de la 

Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de 

los miembros de la comunidad Moiwana.

XI.	Artículo 21 de la Convención Americana (Derecho a la 
Propiedad) en relación con el artículo 1.1 de la misma 
(Obligación de Respetar los Derechos)

[…]

128.	En el capítulo relativo al artículo 22 de la Convención, la Corte consideró que la 

ausencia de una investigación efectiva del ataque de 29 de noviembre de 1986, que 

lleve al esclarecimiento de los hechos y a la sanción de los responsables, ha impedido 

a los miembros de la comunidad regresar a sus tierras tradicionales. Así, Suriname no 

ha establecido las condiciones, ni provisto los medios que permitan a los miembros de 

la comunidad vivir nuevamente en su territorio ancestral en forma segura y pacífica; en 

consecuencia, la aldea de Moiwana ha estado abandonada desde el ataque de 1986.

129.	Para determinar si dichas circunstancias constituyen una privación del derecho al 

uso y goce de la propiedad, la Corte debe considerar, naturalmente, si la aldea de Moiwa-

na pertenece a los miembros de la comunidad, tomando en cuenta para ello el concepto 

amplio de propiedad desarrollado en la jurisprudencia del Tribunal. 

130.	Las partes en el presente caso están de acuerdo en que los miembros de la comu-

nidad no tienen un título legal formal –ni colectiva ni individualmente– sobre sus tierras 
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tradicionales en la aldea de Moiwana y los territorios circundantes. Según lo manifestado 

por los representantes y por Suriname, el territorio pertenece al Estado residualmente, ya 

que ningún particular o sujeto colectivo tiene título oficial sobre dichos terrenos.

131.	Sin embargo, esta Corte ha sostenido que, en el caso de comunidades indígenas 

que han ocupado sus tierras ancestrales de acuerdo con sus prácticas consuetudinarias 

–pero que carecen de un título formal de propiedad– la posesión de la tierra debería 

bastar para que obtengan el reconocimiento oficial de dicha propiedad y el consiguiente 

registro71. La Corte llegó a esa conclusión considerando los lazos únicos y duraderos que 

unen a las comunidades indígenas con su territorio ancestral. La estrecha relación que los 

indígenas mantienen con la tierra debe de ser reconocida y comprendida como la base 

fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y su supervivencia econó-

mica72. Para tales pueblos, su nexo comunal con el territorio ancestral no es meramente 

una cuestión de posesión y producción, sino un elemento material y espiritual del que 

deben gozar plenamente, inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo a las 

generaciones futuras73.

132.	Los miembros de la comunidad no son indígenas de la región; según los hechos pro-

bados, la aldea de Moiwana fue fundada por clanes N’djuka a finales del siglo XIX (…). 

Sin embargo, desde ese momento hasta el ataque de 1986, los miembros de la comu-

nidad vivieron en el área con estricto apego a las costumbres N’djuka. El perito Thomas 

Polimé describió la naturaleza de su relación con las tierras en la aldea de Moiwana y sus 

alrededores de la siguiente manera: [los] N’djuka, al igual que otros pueblos indígenas 

y tribales, tienen una relación profunda y omnicomprensiva con sus tierras ancestrales. 

Se encuentran intrínsecamente ligados a esas tierras y a los sitios sagrados que ahí se 

encuentran, y su desplazamiento forzado ha cortado esos lazos fundamentales. Muchos 

de los sobrevivientes y sus familiares señalan su lugar de origen en, o cerca de, la aldea de 

Moiwana. Su imposibilidad de mantener su relación con sus tierras ancestrales y con sus 

sitios sagrados los ha privado de un aspecto fundamental de su identidad y de su sentido 

de bienestar. Sin una comunión regular con esas tierras y sitios, son incapaces de prac-

ticar y gozar sus tradiciones culturales y religiosas, en mayor detrimento a su seguridad 

personal y colectiva y a su sentido de bienestar.

71	 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 

79, párr. 151.

72	 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 71, párr. 149.

73	 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 71, párr. 149.
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133.	En este sentido, los miembros de la comunidad, un pueblo tribal N’djuka, poseen 

una “relación omnicomprensiva” con sus tierras tradicionales, y su concepto de pro-

piedad en relación con ese territorio no se centra en el individuo, sino en la comunidad 

como un todo74. En virtud de lo anterior, la jurisprudencia de esta Corte en relación con 

las comunidades indígenas y sus derechos comunales a la propiedad, de conformidad 

con el artículo 21 de la Convención, debe también aplicarse a los miembros de la comu-

nidad tribal que residía en Moiwana: su ocupación tradicional de la aldea de Moiwana 

y las tierras circundantes – lo cual ha sido reconocido y respetado durante años por los 

clanes N’djuka y por las comunidades indígenas vecinas (…) debe bastar para obtener re-

conocimiento estatal de su propiedad. Los límites exactos de ese territorio, sin embargo, 

sólo pueden determinarse previa consulta con dichas comunidades vecinas (…).

134.	Con base en lo anterior, los miembros de la comunidad pueden ser considerados 

los dueños legítimos de sus tierras tradicionales, por lo cual tienen derecho al uso y goce 

de las mismas. Sin embargo, de los hechos aparece que este derecho les ha sido negado 

hasta hoy como consecuencia de los sucesos de noviembre del 1986 y la conducta pos-

terior del Estado respecto de la investigación de estos hechos. 

135.	Por todo lo expuesto, la Corte concluye que Suriname violó el derecho de los miem-

bros de la comunidad al uso y goce comunal de su propiedad tradicional. Consecuente-

mente, el Tribunal considera que el Estado violó el artículo 21 de la Convención Ameri-

cana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de los miembros de la 

comunidad Moiwana.

XIII.	R eparaciones (Aplicación del artículo 63.1 de la 
Convención Americana)

[…]

C)	 Daño Inmaterial

Consideraciones de la Corte

74	 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 71, párr. 149.
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194.	Dado que las víctimas del presente caso son miembros de la cultura N’djuka, este 

Tribunal considera que las reparaciones individuales que se determinen deben comple-

mentarse con medidas que se ordenen a favor de la comunidad como un todo; (…).

195.	La valoración por parte de la Corte del daño inmaterial en el presente caso toma 

en cuenta, especialmente, los siguientes aspectos del sufrimiento de los miembros de 

la comunidad: a) la imposibilidad, a pesar de sus esfuerzos persistentes, de obtener 

justicia por el ataque a su aldea, particularmente a la luz de la importancia que la cul-

tura N’djuka asigna a la sanción adecuada de las ofensas inferidas (…). La impunidad 

continua, favorecida por los esfuerzos del Estado por obstruir la justicia (…), provoca 

sentimientos de humillación, ira e impotencia a los miembros de la comunidad, y les 

infunde temor de que los espíritus ofendidos busquen vengarse en ellos (…). Adicional-

mente, debido a la falta de una investigación penal por parte del Estado, los miembros 

de la comunidad tienen miedo de enfrentar hostilidades, una vez más, si regresan a sus 

tierras tradicionales (…). b) las víctimas no saben qué sucedió con los restos mortales de 

sus seres queridos y, como resultado, no pueden honrarlos ni darles sepultura, según 

los principios fundamentales de la cultura N’djuka, lo cual les causa profunda angustia 

y desesperación (…). Dado que no se han realizado los diferentes rituales mortuorios 

de acuerdo con la tradición N’djuka, los miembros de la comunidad tienen miedo de 

contraer “enfermedades de origen espiritual”, que en su concepto pueden afectar al 

linaje natural completo y que, de no lograr la reconciliación, persistirán por generacio-

nes (…); y c) la conexión de los miembros de la comunidad con su territorio ancestral 

fue interrumpida de forma brusca provocando su dispersión por todo Suriname y la 

Guyana Francesa. Dado que la relación de una comunidad N’djuka con su tierra tradi-

cional es de vital importancia espiritual, cultural y material, el desplazamiento forzado 

ha lesionado emocional, espiritual, cultural y económicamente a los integrantes de 

aquélla (…).

196.	En consideración de las graves circunstancias anteriormente descritas, el Tribunal es-

tima procedente, en equidad, ordenar al Estado el pago de indemnización por concepto 

de daño inmaterial (…).

D)	 Otras Formas de Reparación (Medidas de satisfacción y garantías de no repetición)

[…]

Consideraciones de la Corte
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[…]

b)	 Título colectivo a las tierras tradicionales

209.	A la luz de sus conclusiones en el capítulo relativo al artículo 21 de la Convención 

Americana (…), la Corte dispone que el Estado debe adoptar todas las medidas legislati-

vas, administrativas y de cualquier otra índole necesarias para asegurar a los miembros de 

la comunidad su derecho de propiedad sobre los territorios tradicionales de los que fue-

ron expulsados y asegurar, por lo tanto, el uso y goce de estos territorios. Estas medidas 

deberán incluir la creación de un mecanismo efectivo para delimitar, demarcar y titular 

dichos territorios tradicionales.

210.	El Estado deberá tomar estas medidas con la participación y el consentimiento in-

formado de las víctimas, expresado a través de sus representantes, y de los miembros 

de las demás aldeas Cottica N’djuka y las comunidades indígenas vecinas, incluyendo la 

comunidad de Alfonsdorp.

211.	Hasta que el derecho de propiedad de los miembros de la comunidad sobre sus te-

rritorios tradicionales sea asegurado, el Estado deberá abstenerse de realizar acciones –ya 

sea por parte de agentes estatales o de terceros que actúen con la aquiescencia o tole-

rancia del Estado– que afecten la existencia, valor, uso o goce de la propiedad ubicada en 

el área geográfica donde vivieron tradicionalmente los miembros de la comunidad hasta 

los hechos del 29 de noviembre de 1986.

c)	 Garantías estatales de seguridad para los miembros de la comunidad que decidan 

regresar a la aldea de Moiwana

212.	La Corte está consciente de que los miembros de la comunidad no desean regresar 

a sus tierras tradicionales hasta que: 1) el territorio sea “purificado” de acuerdo con los 

rituales culturales; y 2) ya no tengan temor de que se presenten nuevas hostilidades en 

contra de la comunidad. Ninguna de estas dos condiciones se presentarán sin que haya una 

investigación y proceso judicial efectivos, que tengan como resultado el esclarecimiento de 

los hechos y la sanción de los responsables. Mientras se realizan estos procesos, hasta su 

culminación, sólo los miembros de la comunidad pueden decidir cuándo sería apropiado el 

regreso a la aldea de Moiwana. Cuando los miembros de la comunidad estén satisfechos 

de que se ha hecho lo necesario para que puedan regresar, el Estado deberá garantizar la 

seguridad de aquéllos. A tales efectos, cuando los miembros de la comunidad regresen a 
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dicha aldea, el Estado deberá enviar representantes oficiales cada mes a la aldea de Moiwa-

na durante el primer año, para realizar consultas con los residentes de Moiwana. Si durante 

esas reuniones mensuales los miembros de la comunidad expresan preocupación en rela-

ción con su seguridad, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para garantizarla, las 

cuales serán diseñadas en consulta estricta con los destinatarios de las medidas.

d)	 Fondo de desarrollo financiado por el Estado

213.	Dado que la operación militar de 1986 destruyó la propiedad de la aldea de Moiwa-

na y forzó a los sobrevivientes a huir, tanto los representantes como la Comisión han 

puesto especial énfasis en la necesidad de implementar un programa de desarrollo que 

provea servicios sociales básicos a los miembros de la comunidad, cuando éstos regresen. 

El Estado, por su parte, se ha mostrado con voluntad de “pagar los costos razonables 

para que los sobrevivientes y familiares comiencen actividades culturales (…), en relación 

con los eventos de [29 de noviembre 1986]”.

214.	En ese sentido, esta Corte estima que Suriname deberá crear un fondo de desa-

rrollo por el monto US $1,200,000.00 (un millón doscientos mil dólares de los Estados 

Unidos de América), que será destinado a programas de salud, vivienda y educación de 

los miembros de la comunidad. Los elementos específicos de dichos programas deberán 

ser determinados por un comité de implementación, que se describe a continuación, y 

deberán ser completados en un plazo de cinco años, a contar de la notificación de la 

presente Sentencia.

215.	El comité al que se refiere el párrafo anterior estará encargado de determinar las 

modalidades de implementación del fondo de desarrollo, y estará conformado por tres 

miembros. El referido comité deberá contar con un representante designado por las víc-

timas y otro por el Estado; el tercer miembro de dicho comité será designado de común 

acuerdo entre los representantes de las víctimas y el Estado. Si dentro de los seis meses 

a partir de la notificación de la presente Sentencia, el Estado y los representantes no hu-

bieren llegado a un acuerdo respecto de la integración del comité de implementación, la 

Corte los convocará a una reunión para decidir sobre este asunto.

e)	 Disculpa pública y reconocimiento de responsabilidad internacional

216.	La Corte aprecia la afirmación de Suriname de que “no tiene objeciones a emitir una 

disculpa pública a toda la nación, y a los sobrevivientes y familiares en particular, en rela-
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ción con los hechos que ocurrieron en la aldea de Moiwana”. En este sentido, como una 

medida de satisfacción para las víctimas y garantía de no repetición de las graves violacio-

nes de derechos humanos que han ocurrido, el Estado deberá reconocer públicamente su 

responsabilidad internacional por los hechos del presente caso, y emitir una disculpa a los 

miembros de la comunidad. Este acto deberá llevarse a cabo con la participación del Gaan-

man, el líder del pueblo N’djuka, así como de autoridades estatales de alto nivel y deberá 

ser difundido a través de los medios de comunicación nacionales. Asimismo, en atención a 

las circunstancias particulares del presente caso, el acto también debe honrar la memoria 

de Herman Gooding, el oficial de la policía civil que fue víctima de homicidio, debido a su 

valiente desempeño en la investigación de los hechos del 29 de noviembre de 1986.

[…]

XVI.	 Puntos Resolutivos

233.	Por tanto, 

La Corte, 

Decide,

[…]

Y Dispone, 

Por unanimidad, que:

1.	 El Estado debe cumplir las medidas dispuestas relativas a su obligación de investigar 

los hechos denunciados, así como identificar, juzgar y sancionar a los responsables, (…).

2.	 El Estado debe, a la brevedad posible, recuperar los restos de los miembros de la 

comunidad Moiwana que fallecieron durante los hechos del 29 de noviembre de 1986, 

así como entregarlos a los miembros de la comunidad Moiwana sobrevivientes, (…).

3.	 El Estado debe adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cual-

quier otra índole necesarias para asegurar a los miembros de la comunidad Moiwana su 

derecho de propiedad sobre los territorios tradicionales de los que fueron expulsados y 
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asegurar, por lo tanto, el uso y goce de estos territorios. Estas medidas deberán incluir 

la creación de un mecanismo efectivo para delimitar, demarcar y titular dichos territorios 

tradicionales, (…).

4.	 El Estado debe garantizar la seguridad de los miembros de la comunidad Moiwana 

que decidan regresar a la aldea de Moiwana, (…).

5.	 El Estado debe implementar un fondo de desarrollo comunitario, (…).

[…]

Voto Razonado del Juez A.A. Cançado Trindade sobre el 
Caso Moiwana vs. Suriname

[…]

IX.	 Del Derecho a un Proyecto de Vida al Derecho a un Proyecto de Post- Vida.

[…]

68.	 El presente caso de la Comunidad Moiwana, a mi modo de ver, abarca aún más que 

el derecho emergente a un proyecto de vida. Unos años atrás, esta Corte sentó jurispru-

dencia al afirmar la existencia del daño al proyecto de vida. La interpretación general del 

caso tuvo en cuenta, sin embargo, a los vivos. En el presente caso, no obstante, puedo vi-

sualizar, en la pena de los N’djukas de la aldea de Moiwana, la pretensión al derecho a un 

proyecto de post-vida, que tenga en cuenta los vivos en sus relaciones con los muertos, 

en conjunto. El Derecho Internacional en general y el Derecho Internacional de Derechos 

Humanos en particular no puede permanecer indiferente ante las manifestaciones espi-

rituales del género humano, tales como las expresadas en las actuaciones iniciadas ante 

esta Corte en el presente caso Comunidad Moiwana. 

69.	 No existe razón sumamente poderosa para permanecer en el mundo exclusivamente 

de los vivos. En el cas d’espèce, me da la impresión que los N’djukas tienen derecho a apre-

ciar su proyecto de post-vida, el encuentro de cada uno de ellos con sus antepasados, la 

relación armoniosa entre los vivos y los muertos. Su visión de vida y post-vida abriga valores 

fundamentales, largamente olvidados y perdidos por los hijos e hijas de las “revoluciones” 

industriales y comunicativas (u otras involuciones, desde la perspectiva espiritual).
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70.	 Mis años de experiencia en esta Corte me han permitido dirimir sobre casos que 

dieron lugar a cuestiones que van, de hecho, más allá del mundo de los vivos (como en 

el caso de Bámaca Velásquez, 2000-2002 y la Masacre Plan de Sánchez, 2004, entre 

otros). Estos casos abarcaron temas de denso contenido cultural y las soluciones que esta 

Corte propició me han dejado la impresión de que aún existe camino por recorrer. Desde 

aquellas decisiones, me he visto reflejado en esta cuestión y el presente caso Comunidad 

Moiwana constituye una de las ocasiones más adecuadas para proponer una categoría 

totalmente nueva de daños, que aún no ha sido incluida en las categorías existentes.

X.	 Más allá del Daño Moral: La Configuración del Daño Espiritual.

71.	 Me atrevería a conceptualizarlo como un daño espiritual, como una forma agravada 

del daño moral que tiene una implicancia directa en la parte más íntima del género hu-

mano, a saber, su ser interior, sus creencias en el destino de la humanidad y sus relaciones 

con los muertos. El daño espiritual no es susceptible, por supuesto, de indemnización 

material sino que existen otras formas de compensación. Aquí es donde se presenta la 

idea, por primera vez en la historia, a mi leal entender.

72.	 Esta nueva categoría de daño,- como lo percibo,- comprende el principio de la 

humanidad en una dimensión temporal, e incluye a los vivos en sus relaciones con los 

muertos y a los aún no nacidos, de las futuras generaciones. Este es mi razonamiento. El 

principio de humanitas tiene, de hecho, una proyección histórica de larga data y se debe, 

principalmente, a las culturas antiguas (en especial, a la de Grecia) ya que se ha asociado, 

en el tiempo, con la formación moral y espiritual de los seres humanos88.

73.	 Este nuevo tipo de daño que aquí propongo puede distinguirse del daño moral, 

como es comúnmente entendido. Explicaré un poco este concepto. La ciencia del dere-

cho ha desarrollado el daño moral conforme a la fuerte influencia proveniente de la teo-

ría de la responsabilidad civil que, a su vez, se interpretó a la luz, sobre todo, del principio 

fundamental de neminem laedere o alterum non laedere. El concepto básico se transfirió 

de la jurisdicción interna al derecho de gentes, abarcando la idea de la reacción del orden 

legal internacional ante actos (u omisiones) perjudiciales para el género humano (indivi-

dual o colectivo) y ante valores sociales compartidos.

88	 G. Radbruch, Introducción a la Filosofía del Derecho, 3rd. ed., Mexico/Buenos Aires, Fondo de Cultura 

Económica, 1965, pág. 153-154.
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74.	 La calificación del daño moral que de allí resulta (explicado por la noción id quod 

interest del derecho romano) ha, en la práctica legal (nacional e internacional) tomado la 

forma, en general, de la “cuantificación” de los daños. Más aún, la “cuantificación” en 

especie está considerada como una forma de reparación, en beneficio de los vivos (vícti-

mas directas e indirectas). Cuando se habla del daño espiritual propuesto, sin embargo, 

no puedo separar a los vivos de los muertos.

75.	 Desde la perspectiva histórica, toda la discusión doctrinal sobre la indemnización del 

daño moral ha sido marcada por la oposición estéril entre aquellos que han admitido la 

posibilidad de indemnizar el daño moral (por ejemplo, Calamandrei, Carnelutti, Ripert, 

Mazeaud et Mazeaud, Aubry et Rau y otros) y aquellos que la han rechazado (por ejem-

plo, Savigny, Massin, Pedrazzi, Esmein y otros); el punto que todos ellos no pudieron ver, 

en sus eternas luchas sobre pretium doloris, es que la indemnización moral no limitó ni 

limita por si misma al resarcimiento pecuniario, a la indemnización. Su política en general 

estuvo condicionada por la teoría de la responsabilidad civil.

76.	 De allí que surge el énfasis excesivo puesto en la indemnización material, alimen-

tando la discusión doctrinal de tan larga duración. Esto ha llevado, en los sistemas legales 

de jurisdicción interna, a reduccionismos que han superado el camino de las deformadas 

“industrias de la indemnización”, vacías de verdadero valor humano. La llegada del De-

recho Internacional de Derechos Humanos y, especialmente, la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana, ampliaron, de manera considerable, el horizonte de la indemnización e 

introdujeron esa diferencia doctrinal a gran escala inmaterial, sino irrelevante, en nuestros 

tiempos. No encuentro sentido en intentar resucitar las diferencias doctrinales en cuanto el 

pretium doloris en relación con la configuración del propuesto daño espiritual. Este último 

no es susceptible de indemnización pecuniaria, precisa otro tipo de indemnización. 

77.	 La evidencia testimonial presentada ante esta Corte en el cas d’espèce indica que, 

según la cosmovisión de los N’djuka, en circunstancias como las del presente caso, los 

vivos y los muertos sufren juntos y eso tiene una proyección intergeneracional. A dife-

rencia del daño moral, desde mi punto de vista, el daño espiritual no es susceptible de 

“cuantificar” y sólo puede ser resarcido, de manera segura, por medio de obligaciones de 

hacer en la forma de satisfacción (por ejemplo, honrando a los muertos en las personas 

de los vivos).

78.	 Debería recordarse que, en el presente caso de la Comunidad Moiwana, a raíz de la 

masacre ocurrida en 1986, la vida de la comunidad en general en la aldea de Moiwana 
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fue perturbada; la vida familiar, también, ha sido perturbada y los desplazamientos que 

se hicieron duraron hasta la actualidad (casi dos décadas más tarde). El destino de los 

restos mortales de las víctimas directas, la falta de cumplimiento de los ritos fúnebres y 

de las ceremonias y la falta de una adecuada sepultura, desorganizó enormemente las 

antiguas relaciones armoniosas que tenían los N’djuka con sus muertos. El daño de las 

tumbas que se le causó fue, a mi ver, no sólo un problema psicológico, sino que también: 

un verdadero daño espiritual que afectó, gravemente, desde su comisión, no sólo a los 

vivos sino que a los vivos con sus muertos.

79.	 Asimismo, la impunidad resultante, en la forma de una violencia generalizada y 

alimentada (incrementada por el sentimiento de indiferencia del poder público hacia el 

destino de las víctimas) que ha durado hasta nuestros días, ha generado, en los miembros 

de la Comunidad de Moiwana, un estado de vulnerabilidad. Generalmente, esto está 

acompañado por la pérdida de la fe en la justicia humana, la pérdida de fe en el Derecho, 

la pérdida de fe en la razón y la conciencia que gobierna en el mundo. 

80.	 Del mismo modo, en la audiencia pública llevada a cabo el 09 de septiembre del 

2004 ante esta Corte, como se indica en la presente Sentencia, los antiguos residentes 

de la aldea de Moiwana manifestaron que fueron perseguidos por sus ancestros por no 

haber brindado una sepultura adecuada y esto, por ello, tuvo consecuencias negativas 

en los familiares directos. Resaltaron que, según la cultura N’djuka, tenían la obligación 

de buscar justicia y dada la negación de justicia que experimentaron en el presente caso, 

es como si “estuviéramos muriendo por segunda vez”89. La masacre de 1986, organi-

zada por el poder militar estatal, “destruyó la tradición cultural (...) de las comunidades 

Maroon en Moiwana”90. La prueba del perito presentada ante esta Corte se refiere, 

expresamente, a “enfermedades de origen espiritual”91.

81.	 Todas las religiones son devotas del sufrimiento humano e intentan brindarle al cre-

yente el apoyo trascendental necesario; todas las religiones se concentran en las religio-

nes entre la vida y la muerte y ofrecen distintas interpretaciones y explicaciones del desti-

no humano y de la vida después de la muerte92. La interferencia excesiva en las creencias 

humanas- cualquiera sea la religión- ocasionan algún tipo de daño a los creyentes y el 

89	 Párrafo 80(b), (c) y (d).

90	 Párrafo 80(a) y (d).

91	 Párrafos 80 (e) y 83 (9).

92	 Cfr., por ejemplo, [Autores varios,] Life after Death in World Religions, Maryknoll N.Y., Orbis, 1997, pág. 

1-124.
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Derecho Internacional de Derechos Humanos no puede permanecer indiferente a ello. 

Se debe considerar oportunamente, como otras lesiones, a los fines del resarcimiento. El 

Daño Espiritual, como el que sufren los miembros de la Comunidad de Moiwana, es un 

daño grave y corresponde resarcirlo, del modo (inmaterial) como ya he indicado.

[…]
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